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                                                                                                                                                “Gral. Martín Miguel de Güemes 
                                                                                                                                               Héroe de la Nación Argentina” 

 

 
 

FALLOS DE LA CORTE DE JUSTICIA DE SALTA 
RELATORÍA PENAL 

TOMO 171 
 

 
COMPETENCIA. Competencia penal. Acumulación de causas, procedimiento sumario. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado Correccional y de Garantías de Tercera 
Nominación, para intervenir en la presente causa. 
DOCTRINA: No procede la acumulación de actuaciones en la etapa del procedimiento sumario, el que en la 
causa no se encontraba concluido, en tanto el respectivo decreto de citación a juicio no se había dictado. (Del 
voto de los Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Ferraris, Kauffman,  Posadas) 
               Tras el avocamiento que prevé el artículo 358 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias), no hay razones que impidan la acumulación de causas entre los juzgados correccionales entre sí, 
que se torna ineludible al encontrarse comprometido el orden público. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MORA VIGE, MARGARITA POR AMENAZAS CON ARMA Y 
AGRESIÓN CON ARMA IMPROPIA EN CONCURSO REAL EN PERJUICIO DE 
MANSILLA, ESTELA MARIA - PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. 
Nº CJS 35.492/12) (Tomo 171: 839/844 – 3/diciembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia de la Cámara Cuarta en lo Criminal para intervenir en 
las presentes actuaciones. 
DOCTRINA: Las pautas de asignación de competencia por conexidad no deben ser objeto de una aplicación 
rígida o inflexible que deje de lado la conveniencia de aprovechar el grado de compenetración que exhibe uno de 
los tribunales que sostienen la contienda, por una intervención previa. 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MANSILLA, CRISTIAN GABRIEL POR ROBO CALIFICADO EN GRADO 
DE TENTATIVA A TAPIA, STELLA MARIS – PIEZAS PERTENECIENTES - 
COMPETENCIA” (Expte. Nº CJS 35.629 /12) (Tomo 171: 1/6 – 5/noviembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Conexidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR la competencia del Juzgado de Instrucción Formal de Segunda 
Nominación, del Distrito Judicial Tartagal, para intervenir en las presentes causas. 
DOCTRINA: Las pautas de asignación de competencia por conexidad no deben ser objeto de una aplicación 
rígida o inflexible que deje de lado la conveniencia de aprovechar el grado de compenetración que exhibe uno de 
los tribunales que sostienen la contienda, por una intervención previa. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:“C/C MIRANDA, JESÚS PABLO; ARIAS, CARLOS MIGUEL - ROBO – 
ARQUEZ, MARÍA ESTER – PIEZAS PERTENECIENTES - COMPETENCIA” (Expte. Nº 
CJS 35.659/12) (Tomo 171: 949/954 – 4/diciembre/2012) 
 
COMPETENCIA. Competencia penal. Erróneo planteo de la contienda. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DECLARAR mal planteada la cuestión de competencia y ordenar que bajen los 
autos a la Cámara Primera en lo Criminal a fin de que continúe interviniendo en la presente causa. 
DOCTRINA: No existe una cuestión de competencia en la que deba entender la Corte, si lo que  pretende revertir 
el tribunal de juicio es la resolución que rechazó la excusación planteada por todos sus miembros. (Del voto de 
los Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
             El criterio de quienes son convocados para resolver la inhibición planteada por los integrantes de un 
tribunal colegiado no puede ser controvertido por estos últimos. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra.Galli.  
CAUSA: “ACTUACIONES COMPLEMENTARIAS DE LA CAUSA Nº 19.036/10 S/C 
ARIAS, ROQUE SALOMÓN POR CORRUPCIÓN DE MENORES – PIEZAS 
PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte. N° CJS 35.516/12) (Tomo 171: 39/44 – 
5/noviembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Art. 53 inc. K) C.P.P.(Ley 7690) 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a la excusación formulada a fs. 206 por el señor Juez de Corte Dr. 
Abel Cornejo, para intervenir en autos. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación del Magistrado que invoca ser el acusador particular en la 
causa, porque ello constituye una causal objetiva prevista en el artículo 53 inciso K) del Código Procesal Penal. 
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TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman   DOCTRINA: Dra. Galli  CAUSA: 
“QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MAZZONE, LILIANA ESTER 
PRESENTADA POR EL DR. ABEL CORNEJO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.868/12) (Tomo 171: 35/38 – 5/noviembre/2012) 
 
EXCUSACIÓN. Violencia moral. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. ACEPTAR las excusaciones formuladas por los señores Jueces de Corte Dres. 
Susana Graciela Kauffman de Martinelli, Abel Cornejo y Guillermo Alberto Catalano, respectivamente. 
DOCTRINA: Corresponde aceptar la excusación de los Magistrados cuando reconocen motivos claramente 
expresados e individualizados que justifican razonablemente su apartamiento para asegurar el debido proceso y la 
recta administración de justicia, constituyendo la causal de violencia moral invocada una circunstancia objetiva 
taxativamente prevista en el artículo 51 inciso 13 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y 
modificatorias). 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Posadas, Vittar, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: “INCIDENTE DE 
REPOSICIÓN PRESENTADO POR SR. AGENTE FISCAL PENAL Nº 1 EN CAUSA Nº 
115.288/10 – PIEZAS PERTENECIENTES – COMPETENCIA” (Expte N° CJS 35.047/11) 
(Tomo 171: 879/886 – 4/diciembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Ausencia de sentencia definitiva; resoluciones que 
obligan a continuar sometido a proceso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por recurso de casación denegado deducida a fs. 
16/18. 
DOCTRINA: Corresponde rechazar la queja por denegación del recurso de casación, si la resolución que se 
pretende revertir no es sentencia definitiva ni equiparable a tal. 

Las resoluciones que obligan a continuar sometido a proceso no resultan equiparables a sentencia 
definitiva. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  “GRAFINGER, HÉCTOR ARIEL – QUEJA POR REC. DE CASACIÓN 
DENEGADO” (Expte. Nº CJS 35.520/ 12) (Tomo 171: 1059/1064 – 11/diciembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSO DE CASACIÓN DENEGADO. Improcedencia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja interpuesta a fs. 3/4. 
DOCTRINA: La queja procede cuando se ha denegado, por el tribunal inferior, un recurso que proceda por ante 
otro tribunal, habilitándose al recurrente a acudir directamente ante ese otro tribunal para que verifique los 
extremos de la denegación. 

No es susceptible del examen directo la queja articulada, si el objeto de la 
presentación no es la denegación de un recurso que competa conocer a la Corte. 

TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“PIRIZ, PABLO RAÚL; GARCÍA ROSALINI, EMANUEL RODRIGO LIONEL – QUEJA 
POR REC. DE CASACIÓN DENEGADO” (Expte. Nº CJS 34.956/11) (Tomo 171: 931/934 – 
4/diciembre/2012) 
 
QUEJA POR RECURSOS DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADOS. Ausencia de 
sentencia definitiva; doble instancia. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por denegación de los recursos de casación e 
inconstitucionalidad planteada a fs. 22/25 vta. 
DOCTRINA: No es sentencia definitiva ni equiparable a tal una sentencia que rechaza el pedido de 
sobreseimiento con aplicación del principio sentado por la “doctrina de la insignificancia” puesto que ella no 
genera un gravamen irreparable; el proceso no se cierra en forma definitiva en contra del acusado; existen otros 
medios idóneos para recurrir con posterioridad para la tutela de sus derechos y si además se agotó la doble 
instancia con la revisión del tribunal de apelación. 

El recurso de inconstitucionalidad solamente es procedente contra sentencias definitivas o equiparables a 
ellas. (Del voto de los Dres. Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Ferraris y Díaz) 
              La garantía de recurrir se encuentra cumplida en la causa mediante la interposición y tratamiento del 
recurso de apelación deducido; medio natural y ordinario previsto por la ley para impugnar la denegación de un 
pedido de sobreseimiento en el marco del procesamiento sumario. 

Es improcedente el tratamiento de los recursos de casación y de inconstitucionalidad deducidos si no se 
advierten vicios, falencias o errores notorios y manifiestos, en tanto la supuesta insignificancia de las lesiones, 
que alega la defensa, no es causal de atipicidad ni excusa, justifica o exime de responsabilidad o de pena. (Del 
voto de los Dres. Dres. Posadas, Vittar, Catalano y Ferraris) 
              Corresponde hacer lugar a la queja por recursos de casación e inconstitucionalidad denegados, si el 
imputado ha invocado con argumentos atendibles, en el análisis provisorio de la queja, la existencia de un agravio 
de imposible o insuficiente reparación ulterior, que estaría dado por el hecho de verse obligado a continuar 
sometido a proceso hasta la finalización de éste, por una conducta que, según alega, no encuadra en una figura 
penal de acuerdo a la teoría de la insignificancia. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GARNICA, ROBERTO DAVID – RECURSO DE QUEJA POR RECURSOS 
DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD DENEGADOS - VARIOS” (Expte. Nº CJS 
35.532/12) (Tomo 171: 763/772 – 3/diciembre/2012) 
 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA. 
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CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a la queja por retardo de justicia interpuesta a fs. 66/69 vta. II. 
FORMULAR a los Sres. Jueces de la Cámara Cuarta en lo Criminal, la recomendación contenida en el 
considerando 3º) 
DOCTRINA: El remedio de la queja por retardo de justicia es una vía únicamente destinada a lograr la reversión 
de situaciones que afectan el dictado temporáneo de las resoluciones que deben emitirse en actuaciones 
jurisdiccionales, de allí que no proceda cuando el tribunal, dando respuesta al planteo del quejoso, se ha 
expedido, aunque no lo hubiera hecho en el sentido peticionado por el presentante. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GUILLÉN, JUAN CARLOS POR ESTAFA A GUDIÑO, ANA ROSA – 
QUEJA POR RETARDO DE JUSTICIA” (Expte. N° CJS 35.678/12) (Tomo 171: 1073/1078 – 
11/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Absolución; principio “in dubio pro reo”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 105/108 y 
122/124 y vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la sentencia que absuelve al acusado del delito de lesiones culposas graves 
por el beneficio de la duda, si a partir de una valoración racional y objetiva de las constancias de la causa 
concluyó en la inexistencia de pruebas contundentes que determinen la culpabilidad del imputado. 
           La incertidumbre no exige convicción sobre la inocencia del imputado, sino que presume respuestas 
positivas y negativas en torno a uno de los elementos esenciales de la imputación penal, que resultan de un 
análisis de mérito vinculado exclusivamente a las pruebas producidas; basta la duda para fundar la absolución. 
           En materia criminal se debe aplicar en toda su extensión la máxima “onus probandi incumbit actori” 
exigiéndose al acusador una demostración plena y completa de la culpabilidad del acusado. (Del voto de los Dres. 
Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano y Díaz) 
En materia penal y para condenar, los hechos en que se funda la acusación deben tener como correlato 
indispensable la evidencia probatoria que la avale. 
                Si no existe un correlato entre las evidencias reunidas y el hecho que se juzga, debe aplicarse sin 
hesitación el principio que expresamente dispone que en caso de duda debe estarse a favor del imputado. 

La observancia del principio “in dubio pro reo” es controlable en casación sólo en el grado de 
convencimiento que expresa el juez, a partir de la valoración integral de las pruebas. El análisis por tanto debe 
circunscribirse a la verificación de una inobjetable expresión de certidumbre y de la compatibilidad racional entre 
la certeza y sus presupuestos. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C NAVARRO, DANIEL OSCAR – RECURSO DE CASACIÓN”  (Expte. Nº 
CJS 33.950/10) (Tomo 171: 269/280 – 12/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Competencia federal; delito de falsificación o adulteración de un documento 
nacional de identidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 7/9 vta. y, en su mérito, 
revocar la resolución de fs. 4/5 vta. y ordenar que bajen los autos a la Cámara Segunda en lo Criminal a fin de 
que proceda según lo indicado en el considerando 4º de la presente. 
DOCTRINA: Es incompetente la justicia provincial para entender en cuestiones sobre falsificación o adulteración 
de un documento nacional de identidad, instrumento público expedido por un organismo nacional, el Registro del 
Estado Civil y Capacidad de las Personas, pues ellas quedan sujetas a la jurisdicción federal. 
           La competencia federal no puede ser modificada por voluntad de los litigantes, debe ser sostenida aún de 
oficio cuando sea alterada voluntaria o inconscientemente y debe ser declarada en cualquier estado del proceso. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FARFÁN, AARÓN JOEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.245/12) (Tomo 171: 955/960 – 5/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de abuso sexual sin acceso carnal; valoración de la prueba; sana crítica; 
derechos del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 363/367 vta. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de abuso sexual sin acceso carnal, si el 
tribunal tuvo por acreditado el hecho a partir de las manifestaciones de la niña en cámara Gesell, el informe 
psicológico que indica falta de fabulación o mendacidad patológica por parte de ella, el informe social donde los 
padres refieren que luego de los episodios la niña comenzó a pedir no ir a la escuela, y que se halla temerosa de 
salir de la casa, observándose un cambio de conducta en general a lo que se auma el informe psicológico del 
imputado que da cuenta que posee una psico-sexualidad de características inmaduras e indefinidas, en el que 
predominan elementos pregenitales como lo táctil, que es precisamente la modalidad comisiva del abuso sexual 
ejercido sobre la niña. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman y Posadas). 
                Es responsable del delito de abuso sexual sin acceso carnal el acusado, si el tribunal tuvo por acreditado 
el hecho a partir de las declaraciones de testigos, el acta practicada con motivo de audiencia con la menor en 
cámara Gesell y los informes psiquiátricos y psicológicos practicados al acusado y la menor. 

En el delito de abuso sexual la violencia del acto es uno de los elementos que lo caracterizan, pues afecta 
el bien jurídico protegido que es la integridad, la libertad de la persona. (Del voto del Dr. Vittar) 
                En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con 
sigilo y sibilinamente. 
  Del contenido del art. 119, 1er párrafo del Código Penal, se infiere que lo que se protege es la reserva 
sexual de la víctima, entendida como el respeto a su incolumidad física y dignidad en tanto persona, 
especialmente desde la óptica de su pudicia personal-sexual. 

Abusa sexualmente la persona que realiza actos corporales de tocamiento o acercamiento de carácter 
sexual, con persona de uno u otro sexo, menor de 13 años, o cuando mediare violencia, abuso coactivo o 
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intimidatorio de una relación de dependencia, de autoridad o de poder, o aprovechándose de que la víctima, por 
cualquier causa, no haya podido consentir libremente la acción. 

El niño tiene derecho a una especial protección y, considerando sus derechos, que la tutela de los mismos 
debe prevalecer como factor primordial en toda relación judicial. 

Cabe considerar debidamente aplicado el método de la sana crítica racional, si la atribución certera del 
hecho se efectúa a partir del análisis del testimonio de la víctima, cuyos dichos fueron pormenorizadamente 
evaluados. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C NUNNINI, DANIEL ORLANDO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.359/11) (Tomo 171: 15/34 – 05/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de desobediencia judicial, certeza necesaria para condenar; planteo de 
nulidad de las actas de debate. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 87/94.  
DOCTRINA: Es responsable del delito de desobediencia judicial el acusado, si el tribunal encontró acreditado 
que sobre él pesaba una prohibición judicial de acercarse a la denunciante debiendo mantenerse a una distancia 
no inferior a los doscientos metros, tanto del domicilio particular o laboral, como así también de los lugares 
donde ella concurra y de ingresar al domicilio y del relato de un testigo surge que el encartado, a quien conoce, se 
encontraba mirando por un orificio del portón del local bailable en el que se encontraba su ex-pareja en razón de 
celebrarse una fiesta familiar de una amiga. 
           La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, frustraran la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento 
contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los 
factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. 
Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo y Díaz) 
              Ningún tipo de nulidad puede tener un fin en sí misma, debiendo la sanción obedecer siempre a la 
existencia de un interés; por ello si el recurrente no pone de manifiesto claramente que las omisiones en la 
confección del acta de debate tienen una incidencia directa en la decisión adoptada, la impugnación no puede 
prosperar. 
            La nulidad de los actos procesales requieran la existencia de un perjuicio concreto para las partes, porque 
cuando se adopta en el sólo interés del formal cumplimiento de la ley, importa un manifiesto exceso ritual 
incompatible con el servicio de justicia (del voto de los Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
            Ninguna nulidad puede tener un fin en sí misma, lo cual supone la violación de una formalidad legal y la 
demostración de que mediante ella la parte experimenta un perjuicio que debe ser concreto y sustentarse en un 
planteo oportunamente efectuado. 
            Corresponde rechazar la tardía impugnación de las actas de debate, si el defecto formal que se les 
atribuye no fue objeto de planteo alguno mientras se sustanciaba el juicio y la falta de interés oportuno también 
resulta evidente si se atiende a que la parte no asistió a la lectura de fundamentos, pues constituía un deber propio 
del ejercicio de la defensa no sólo asistir a firmar la transcripción sucinta y su contenido sino, fundamentalmente, 
constatar que fuera el reflejo del debate mientras éste se celebraba a fin de cumplir efectivamente con el 
ministerio que le fuera encomendado. (Del voto de los Dres. Catalano, Cornejo y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SUÁREZ, MARTÍN VICENTE - RECURSO DE CASACIÓN”    (Expte. Nº 
CJS 34.288/11)  (Tomo 171: 595/606 – 27/noviembre/2012) 
 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de homicidio simple; invocación de emoción violenta. Individualización de 
la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 492/501. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de homicidio simple, si el tribunal de 
juicio encontró acreditado que se apersonó en el domicilio de su ex pareja y comenzó a agredirla fuertemente 
hasta desmayarla, para luego subirla a un automóvil y conducirla hasta un paraje desolado donde ultimó a la 
víctima mediante tres cortes de cuchillo en su cuello, en tanto tratándose de una acción que ocasionó el resultado 
previsto en la ley penal, no concurren causas justificatorias y el acusado dirigió su conducta con discernimiento y 
en pleno gobierno de sus facultades. 
          La emoción violenta es una figura privilegiada que no queda acreditada mediante cualquier estado de 
indignación, pues cuando se califica a la emoción como violenta se exige que se halle dotada de un importante 
grado de intensidad, idóneo para alterar el dominio del sujeto sin llegar a eliminar la voluntad. 
          Es justa la pena impuesta, si el tribunal tuvo en cuenta las circunstancias de modo tiempo y lugar del hecho 
descritas a lo largo de los fundamentos del fallo condenatorio, el haber privado de la vida a una joven mujer que 
cuidaba de pequeños hijos y ponderó los informes psicológicos y psiquiátricos, que ilustran sobre la personalidad 
del acusado. 
           La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la 
consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de 
fondo; ese procedimiento valorativo integra la órbita de facultades discrecionales de apreciación de prueba y de 
ponderación de hechos que en el debate puede cumplirse de modo directo dadas las características del proceso. 
(Del voto de los Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalana y Cornejo) 
           La atenuante del artículo 81, inciso 1º, ap. a) del Código Penal no queda acreditada mediante cualquier 
estado de indignación, pues cuando se califica a la emoción como violenta se exige que se halle dotada de un 
importante grado de intensidad, idóneo para alterar el dominio del sujeto sin llegar a eliminar la voluntad. No es 
un requisito "sine qua non" la pérdida de la memoria u otro tipo de situaciones genéricamente establecidas; cabe 
más bien atenerse a las circunstancias del caso concreto. 
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           Para que pueda reducirse la escala penal, el autor debe haber sido impulsado al homicidio por una 
situación que al momento del hecho configure la causa motora, de poder excepcional, con arreglo a las 
circunstancias anteriores o concomitantes del delito. 
            El frío y calculado accionar del acusado, que no le quitó la vida a su ex pareja súbitamente, sino que la 
buscó en su domicilio, la golpeó hasta hacerle perder el conocimiento y la trasladó a cincuenta kilómetros a los 
fines de ultimarla, no resulta compatible con un real estado de emoción violenta concomitante al hecho al 
extremo de implicar una grave disminución de los frenos inhibitorios, una obnubilación del juicio crítico o un 
trastorno transitorio, máxime ante un diferendo que no constituyó una cuestión novedosa, la negativa de la 
víctima de entregarle su hijo. (Del voto de los Dres. Catalano y Cornejo)  
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C TORRES DURÁN, JUAN MANUEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
N° CJS 34.623/11) (Tomo 171: 935/948 – 4/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar; prescripción de la 
acción, cómputo del plazo. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 64/67 y, en su mérito, 
revocar el punto II de la resolución de fs. 61/63 y sobreseer a Luis Adolfo Gutiérrez del delito de incumplimiento 
de los deberes de asistencia familiar por el que fuera requerido en Expte. Nº COR 17.160/07, por prescripción de 
la acción penal. 
DOCTRINA: El carácter permanente del delito de incumplimiento de los deberes de asistencia familiar respecto 
del momento en que cesa de cometerse, no implica que sea posible trasponer los límites señalados en el 
requerimiento fiscal acudiendo a una presunción de continuación que se extienda durante todo el trámite del 
proceso, haciendo que este tipo de ilícitos se conviertan en infracciones prácticamente imprescriptibles. 
          Corresponde sobreseer al acusado si se encuentra extinguida la acción penal en relación al delito de 
incumplimiento de los deberes de asistencia familiar al haber transcurrido desde el último acto interruptivo el 
término máximo de pena previsto en el art. 1º de la ley 13944, sin que además se advierta durante ese período la 
comisión de otro delito. (Del voto de los Dres. Díaz, Catalano Ferraris y Posadas) 
          En cuanto a la vigencia de la acción penal respecto del delito de incumplimiento de los deberes de 
asistencia familiar el curso de la prescripción se inicia cuando se acredita que dejó de cometerse, en razón de la 
naturaleza del delito imputado y del contenido de las funciones y facultades del Ministerio Público en relación a 
la promoción de la acción penal. 
          Omitido el cumplimiento de asistir a su familia por parte de quien está obligado a ello, el delito es perfecto; 
este carácter no se altera por la circunstancia de que dicha omisión dure días, semanas, meses, años. Desde la 
inicial verificación del incumplimiento hasta la cesación de la permanencia, perdura la consumación. (Del voto de 
los Dres. Cornejo, Kauffman y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C GUTIÉRREZ, LUIS ADOLFO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.888/11) (Tomo 171: 
291/304 – 12/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves agravadas por el vínculo; magnitud del daño; valoración 
de la prueba, certificados médicos; certeza para condenar; violencia contra la mujer. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 116/117. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena del acusado por el delito de lesiones leves agravadas por el 
vínculo, si el tribunal encontró acreditado el hecho a partir del certificado médico, el informe médico, las 
explicaciones efectuadas en la audiencia de debate por los galenos intervinientes y la copia de la libreta de 
matrimonio, amén de que en sus declaraciones, tanto el acusado como la víctima afirman la existencia de una 
agresión física, sin que los motivos esgrimidos constituyan causa de justificación ni exculpación alguna. 
         Ante la comprobada existencia de un daño físico, su magnitud carece de relevancia a los afectos de la 
condena penal, pues la ley no distingue entre lesiones leves o levísimas, ni excusa, justifica o exime de 
responsabilidad o de pena a las segundas. 
            Los certificados médicos revisten la calidad de instrumentos públicos, al haber sido otorgados por 
funcionarios en ejercicio de facultades legales conferidas y en la esfera de sus competencias. Su fuerza probatoria 
se mantiene plena, y opera en cuanto al hecho de haberse otorgado y a la existencia de las declaraciones que en 
ellos aparecen consignadas, hasta tanto no sean argüidas de falsas. (Del voto de los Dres. Posadas, Vittar, 
Catalano, Cornejo, Díaz y Ferraris) 
                Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de lesiones leves agravadas por el 
vínculo, si el tribunal encontró acreditado que la denunciante sufrió un menoscabo en su integridad física por la 
conducta desplegada por el encartado, a partir de la declaración testimonial de la víctima quien durante la 
audiencia de debate expresó que le lastimó la mano y golpeó su ojo derecho con la mano abierta, lo que guarda 
relación con los certificados de dos profesionales médicos que corroboran las lesiones, y el vínculo mediante la 
respectiva acta de matrimonio. 
         La figura típica de lesiones leves agravadas por el vínculo se trata de un delito de acción dependiente de 
instancia privada, la que una vez instada por la parte damnificada da inicio para que luego sea ejercitable y 
perseguible de oficio, razón por la que el hecho de encontrarse en la actualidad conviviendo víctima y victimario 
juntos, no es parámetro para deslindar de responsabilidad al autor del ilícito, atento a que el bien jurídico 
protegido por la norma es la integridad corporal y la salud de la persona, además de consumarse el delito con la 
causación del daño en el cuerpo o en la salud. 
            Debe entenderse por violencia contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, que 
cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico, tanto en el ámbito público como en el privado. 
            La violencia contra la mujer incluye la violencia física, sexual y psicológica que tenga lugar dentro de la 
familia o unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor comparta o haya 
compartido el mismo domicilio que la mujer, y comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual. (Del 
voto de la Dra. Kauffman) 
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TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz , Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C BURGOS, DIEGO JESÚS DEL VALLE – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 34.723/11) (Tomo 171: 801/812 – 3/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de lesiones leves; doctrina de la insignificancia.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 220/223 vta. 
DOCTRINA: En el delito de lesiones leves, a la par del daño en la salud, el resultado delictivo que se castiga 
mediante esta figura es cualquier cambio leve en la estructura interna o externa del cuerpo que no constituya una 
alteración grave o gravísima. 
          La ley no distingue entre lesiones leves o levísimas, ni excusa, justifica o exime de responsabilidad o de 
pena a las segundas, siendo que, precisamente, por el apuntado carácter subsidiario de la disposición bajo 
examen, la ley penal castiga a toda especie de ataque contra la integridad corporal que produzca alguna alteración 
por mínima que sea, como un “moretón”, sólo condicionando ello a la instancia del agraviado o de quienes 
puedan actuar por él y sin perder de vista, claro está, inclusive, la posibilidad de proceder de oficio cuando 
medien razones de seguridad o interés público. 
               El daño, por insignificante que sea, implica un atentado material a la persona, por lo que resulta viable 
la tipificación del delito de lesiones. 
               A la luz del art. 94 del Código Penal, las lesiones causadas en el cuerpo de la víctima curables en doce 
días y con incapacidad laboral de tres días, resultan típicas. (Del voto de los Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, 
Posadas, Vittar y Catalano) 
              Todo injusto penal requiere la afectación del bien jurídico, lo que puede traducirse en una lesión o en un 
peligro hacia el mismo. En este sentido la teoría de la insignificancia es contradictoria; la afectación del bien 
jurídico existe o no existe, se da o no se da. 

El daño, por insignificante que sea, implica un atentado material a la persona, por lo que resulta viable la 
tipificación del delito de lesiones. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.   DOCTRINA: Dra. Galli.   
CAUSA: “C/C DELMASTRO INGARAMANO, OSCAR JOSÉ U OSCAR JOSÉ 
DEMASTRO INGARAMANO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. N° CJS 34.834/11) 
(Tomo 171: 675/690 – 28/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de promoción de la prostitución, carácter formal; valoración de la prueba; 
certeza para condenar; interés superior del niño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 876/878. 
DOCTRINA: La promoción de la prostitución es la conducta dirigida a propender, coadyuvar, aumentar o 
mantener en el infame mundo de la prostitución a la víctima. 
           Se trata de un delito formal, porque su criminalidad reside ya en el peligro de que la conducta del autor 
corrompa o prostituya, o mantenga en la corrupción o prostitución a la víctima, o aumente su depravación sexual. 
            Existe la certeza necesaria para condenar a las acusadas del delito de promoción de la prostitución de 
menores agravada por la guarda, si el tribunal encontró debidamente acreditadas sus conductas a partir de las 
declaraciones testimoniales de una vecina y del personal policial, de los informes policiales, el informe socio 
ambiental y declaraciones indagatorias de un coimputado, de los que surge que la motivación de las acusadas fue 
la recepción de dinero que, aunque en escasa cantidad, alcanza para conformar la exigencia de la figura delictual, 
toda vez que desnaturalizó el recto y natural sentido de la sexualidad al trastocar su finalidad y ligar el sexo a la 
obtención de una ventaja con significación económica, respecto de víctimas menores de edad en plena etapa de 
desarrollo de su aparato psíquico. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Ferraris y Kauffman y Posadas) 
                En los delitos contra la integridad sexual, cuando la víctima es un menor de edad, normalmente existen 
serias dificultades para desentrañar lo verdaderamente ocurrido, pues es una característica del ofensor actuar con 
sigilo y sibilinamente, dado que tal es la desproporción y el desborde de sus conductas que prefieren actuar a 
hurtadillas, precisamente para no ser descubiertos. 
             En la corrupción y prostitución se afecta la libertad del menor de elegir en su desarrollo una conducta 
sexual de acuerdo con su decisión. 
            El tipo penal protege tanto las conductas que inicien al menor en la prostitución como aquellas que 
promuevan o faciliten el mantenimiento de éste en su ejercicio, pues se tiene presente que a esa edad tan 
temprana, el ofrecimiento de dinero por un adulto puede considerarse suficientemente influyente sobre la 
voluntad del menor, para determinarlo a realizar el acto de prostitución solicitado, estimulando o arriesgando su 
dedicación a dicha actividad. 
            La Convención de los Derechos del Niño consagra expresamente el principio del interés superior del 
niño, al que define como la máxima satisfacción integral, simultánea de sus derechos y garantías, y se colocan en 
cabeza del Estado una serie de obligaciones consistentes en adoptar la medidas que fuesen necesarias para 
proteger a los niños del abuso sexual. 
            Cuando exista conflicto entre los derechos e interés del niño frente a otro derecho e interés igualmente 
legítimo, prevalecerán los primeros. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C ARIAS, ROQUE SALOMÓN; BEJARANO SUÁREZ, EDITA; ASÍS, 
ADELAIDA VANESA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.984/11) (Tomo 171: 
363/378 – 13/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de resistencia a la autoridad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 219/225 vta. 
DOCTRINA: La sentencia muestra adecuada correspondencia con los postulados lógicos y empíricos que rigen la 
concreta prestación de la función jurisdiccional en materia penal, si la certeza necesaria sobre la existencia 
histórica del delito de resistencia a la autoridad y de la intervención culpable de los acusados fue adquirida por el 
tribunal a partir de la reconstrucción del hecho donde se pudieron precisar las circunstancias de modo, tiempo, 
lugar y personas en que ocurrieron los sucesos y además, las alegaciones defensivas referidas a que los acusados 
obraron en la emergencia al calor de la ira y bajo los efectos impulsores del alcohol y que reaccionaron 
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violentamente en respuesta al ataque sufrido por su pariente, fueron parcialmente atendidas en orden a la 
disminución de la responsabilidad de los acusados. 

Es justa la condena de los acusados por el mínimo punitivo que impone el art. 239 del Código Penal, si 
aparece razonablemente proporcionada a la entidad objetiva y subjetiva del hecho. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C COLQUE, JOSÉ ALBERTO; COLQUE, ALBERTO GREGORIO; 
OROPEZA, LUIS ALBERTO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.106/10) 
(Tomo 171: 199/208 – 12/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado con arma de fuego; valoración de la prueba, sana 
crítica, sistema de libertad probatoria; certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 989/996. 
DOCTRINA: Es plenamente válida la condena por el delito de robo calificado con arma de fuego, si el tribunal 
de juicio tuvo por acreditado que el acusado se acercó a la ventana de un carro de venta de sandwiches, exigiendo 
a su dueño todo el dinero existente, apuntándolo con un arma de fuego que remontó obteniendo toda la 
recaudación, para luego darse a la fuga en una motocicleta conducida por una mujer, a partir de las declaraciones 
del denunciante, del cadete del negocio que emprendió la persecución del imputado, de testigos presenciales y del 
oficial de policía que expuso que encontraron la motocicleta que conducía el imputado en el estacionamiento de 
donde reside su ex concubina.  
           El estado de certeza sobre la responsabilidad del imputado se ha construido sobre bases lógicas firmes, si 
la correlación de los elementos analizados por el tribunal de juicio no deja margen para la vacilación en tanto los 
supuestos vicios de ponderación de los datos probatorios que la defensa aduce no encuentran correlato en la causa 
y las testificaciones favorables al acusado, procedentes de familiares propios y de su ex concubina, también 
fueron objeto de valoración en particular, quedando debidamente explicitadas las razones por las que el tribunal 
les restó credibilidad. 
              En nuestro sistema procesal rigen los sistemas de libertad probatoria y de libre convicción del juez o 
sana crítica racional indicados por la ley. Ello implica, por un lado, que el juez no debe atenerse o limitarse a los 
elementos probatorios descriptos por la ley y que, sean cuales fueren los que se arrimen a la causa para demostrar 
o desvirtuar la existencia del hecho, conserva la facultad de valorarlos conforme las reglas del recto 
entendimiento humano, sin sujeción a directiva o tasación legal alguna. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C CHANAMPA, LUIS GABRIEL – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 35.292/12)(Tomo 171: 1093/1102 – 11/diciembre de 2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo calificado por el uso de armas agravado por la participación de 
menor. Individualización de la pena. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 256/262 y 
263/270. 
DOCTRINA: La condena es plenamente válida, si la ponderación conjunta y correlacionada de las declaraciones 
por parte del tribunal de juicio, permiten concluir el desarrollo de los hechos y el efecto intimidante que provocó 
en la víctima el uso de la punta metálica, aún cuando no obre en autos el secuestro de tal elemento, porque la falta 
de secuestro del arma no es un aspecto que sirva para alterar la convicción adquirida a través del aporte efectuado 
por la víctima. 
        Para que exista robo agravado por el empleo de armas, deben reunirse dos requisitos: uno es el efecto 
intimidante en la víctima y el otro que ese efecto tenga un correlato real, en cuanto se ha corrido efectivo riesgo 
que esa arma sea empleada como tal. El arma es considerada desde el punto de vista del poder intimidante que 
ejerce sobre la víctima. 
               El sujeto activo de un desapoderamiento compulsivo (robo) que sabiendo que dispone de un arma lo 
hace conocer a su víctima cualquiera sea el modo, blandiéndola o mostrándola, logra con ello vencer más 
fácilmente la resistencia al despojo. 
               Es justa la pena impuesta, si el tribunal tuvo en cuenta, conforme a lo dispuesto en los artículos 40 y 41 
del Código Penal la magnitud del injusto y el daño causado y, como atenuantes, la edad, la falta de antecedentes 
penales y la situación psicológica del imputado. (Del voto de los Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, 
Posadas, Vittar y Catalano) 
             La individualización de la pena es una operación que debe cumplir el tribunal de mérito a partir de la 
consideración puntual de un conjunto de circunstancias personales y objetivas que se describen en la ley de 
fondo; ese procedimiento valorativo integra la órbita de facultades de apreciación de la prueba y de ponderación 
de hechos que en el debate puede cumplirse de modo directo dadas las características del proceso. 

Es justa la pena impuesta dentro del margen de la escala punitiva brindada por la calificación legal del 
hecho, que se compadece enteramente con las circunstancias que rodean la causa y la persona del condenado en 
cuanto al grado de reprochabilidad y peligrosidad que cabe atribuirle, con arreglo a los índices de ponderación 
que gobiernan la aplicación de la pena y, si además, se halla mucho más cercana al mínimo que al máximo, aún 
con el agravante de la participación de un menor de dieciocho años. (Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, 
Ferraris, Posadas, Vittar y Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VÁZQUEZ GOYTEA O GOITIA, JOSÉ ALEJANDRO; GOITTIA, PABLO 
ALEJANDRO; CALLIGARI VÍA, MIGUEL ALEJANDRO – RECURSO DE CASACIÓN 
(Expte. Nº CJS 34.151/10) (Tomo 171: 429/450 – 19/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Delito de robo simple agravado por la participación de un menor de dieciocho 
años; certeza necesaria para condenar; agravante del art. 41 quater del Código Penal. Adhesión, oportunidad.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 344/353. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de robo simple agravado por la 
participación de un menor de dieciocho años, si el tribunal de juicio tuvo por acreditado el hecho, a partir de la 
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confesión de uno de los coimputados, quien reconoció que había entrado junto con aquél a robar al corralón, 
dando detalles de los bienes sustraídos, que coinciden con los denunciados por la víctima, y explicando que 
procedieron a su reducción inmediata en una sandwichería de la vuelta, a lo que se suma la detención del 
imputado el mismo día en que se perpetró el ilícito, vistiendo un pantalón azul a rayas blancas, datos éstos que los 
testigos dieron a la policía y que se consignaron en el informe policial, la inspección ocular y el croquis. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o a pedido de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de una 
condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento 
razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten 
carácter neutro o favorable al encausado.  

Es inadmisible la adhesión formulada por la defensa de un coimputado, si fue planteada con 
posterioridad a la resolución de admisibilidad formal del recurso de casación. (Del voto de los Dres. Cornejo, 
Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar y Catalano)  
              Resulta extemporánea la adhesión formulada por la defensora del coimputado, si fue presentada cuando 
había vencido el plazo de quince días en que se encuentra el expediente para ser examinado, durante el trámite 
del recurso de casación. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
            La finalidad de la agravante del art. 41 quater del Código Penal, persigue hacer recaer el mayor peso de 
las sanciones sobre los que, comprendiendo la criminalidad de sus actos, cometen delitos exponiendo a los 
menores de los que se valen a graves y tal vez irreparables consecuencias. 
            Si los mayores conocen que el reproche penal es mucho más grave cuando se valen de menores o 
intervienen éstos en los hechos delictivos, con ello verán desalentadas estas conductas criminales. 
            La alusión a “mayor” se refiere a los mayores de 18 años, posición que encuentra respaldo en la 
normativa de la ley 22278. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Posadas y Vittar) 
             Para que concurra la agravante del artículo 41 quater del Código Penal, debe ponerse en evidencia, en 
forma diáfana, que se ha pretendido descargar, transferir o diferir la responsabilidad penal en los menores, o que 
éstos han sido instigados por los adultos para intervenir en el hecho. 
             Si de los dichos del propio menor no surge jefatura, dirección o acatamiento alguno de parte de él en la 
perpetración del hecho, corresponde hacer lugar al agravio de la defensa por vía del cual cuestionó la aplicación 
de la agravante prevista por el artículo 41 quater del Código Penal y, en consecuencia, modificar en este acápite 
la pena impuesta. (Del voto de los Dres. Cornejo y Kauffman) 
             Resulta inaplicable la agravante del art. 41 quater del Código Penal, si el imputado contaba con 20 años 
de edad al momento del hecho –época en la cual según la normativa civil la mayoría se alcanzaba a los 21- por lo 
que resulta innecesario examinar el tipo o grado de participación que le cupo al menor involucrado. (Del voto del 
Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: C/C VIDELA, DANIEL FERNANDO; GIMÉNEZ, EDUARDO MARCELO; 
LÓPEZ, JESÚS LEONEL – RECURSO DE CASACIÓN (Expte. Nº CJS 34.432/11) (Tomo 
171: 645/666 – 28/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Honorarios; acción civil.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 74/ 76 vta. y, en su mérito, 
dejar sin efecto la resolución de fs. 68 y fijar los honorarios de la Dra. Andrea Fabiana Alberto en la suma de $ 
1.000 (pesos un mil) por su labor en la causa penal y en la suma de $ 1.000 (pesos un mil) por su tarea desplegada 
en el incidente de Actoría Civil, con costas a cargo de su defendida.  
DOCTRINA: La fijación de honorarios es materia delicada, no es fácil hacer valer con justicia y equilibrio, pero 
una de las pautas razonables es la de valorar el tiempo empleado y la experiencia y capacidad de los profesionales 
intervinientes. 
         Corresponde revocar el auto regulatorio de honorarios por deficiencias en su determinación por parte del 
tribunal y establecer los emolumentos correspondientes a la profesional recurrente teniendo en cuenta 
especialmente las consecuencias de sus peticiones en el proceso, sus escritos con requerimientos, su asistencia a 
las declaraciones testimoniales con activa participación y las etapas cumplidas. 
             No corresponde tomar como base regulatoria en el incidente de actoría civil el monto que reclamó el 
actor en su demanda, si la prescripción de la causa penal impidió que dicho incidente continuara en razón de su 
carácter accesorio, lo que impidió pronunciamiento del juez correccional sobre la procedencia o improcedencia 
del reclamo civil, y al haber consistido el trabajo efectivamente cumplido en la contestación de demanda del 
expediente civil, deben aplicarse las pautas de los artículo 4º y 5º del decreto ley nº 324/63. (Del voto de los Dres. 
Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
             Corresponde declarar la nulidad de la regulación de honorarios practicada si se advierte la falta de 
apreciación de la calidad y eficacia de los trabajos realizados por la profesional, relacionados con el monto del 
reclamo de la acción civil y las etapas procesales cumplidas. 
              Si se ha ejercido la acción civil en el proceso penal, uno de los elementos a considerar es el valor 
reclamado en ésta, además, el examen adecuado de la labor del letrado, en la medida que pormenorizadamente se 
deben evaluar las consecuencias de sus peticiones en el proceso, su asistencia a las declaraciones testimoniales 
con activa participación y escritos con requerimientos, como así también las etapas cumplidas por el requirente 
de los emolumentos. 
              La fijación judicial de los honorarios profesionales es una facultad reglada por la ley, sin más 
discrecionalidad que la que cabe en la normal interpretación jurídica, en tanto pone en relación los hechos 
relevantes -los trabajos profesionales- con las normas aplicables: las que correspondan al arancel. (Del voto de los 
Dres Cornejo y Catalano) 
TRIBUNAL: Dres. Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano.  DOCTRINA: Dra. Galli.    
CAUSA: “C/C RAMÍREZ, ROXANA ELIZABETH – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. 
Nº CJS 34.454/11) (Tomo 171: 51/64 – 6/noviembre/2012) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Inadmisibilidad formal; resolución que ratifica la prisión preventiva, derecho al 
recurso.  
CUESTIÓN RESUELTA: DECLARAR formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto a fs. 69/73. 
DOCTRINA: Debe declararse formalmente inadmisible el recurso de casación interpuesto contra la resolución 
que ratifica la prisión preventiva impuesta al imputado en el auto de procesamiento, porque tanto el dictado de 
esa medida cautelar, como el resto de las decisiones en materia de libertad personal que se puedan dictar a lo 
largo del proceso, tienen previsto el recurso de apelación, al igual que las incidencias suscitadas en la etapa de 
ejecución. El derecho del imputado al recurso, por consiguiente, en todos estos casos ya se encontraría 
plenamente satisfecho a través de la apelación, sin necesidad de acudir ante el Tribunal de Casación.  
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GONZÁLEZ, FERNANDO EXEQUIEL – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 35.093/11) (Tomo 171: 423/428 – 19/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Individualización judicial de la pena, menor de edad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 425/426 vta. 
DOCTRINA: Se ajusta a derecho la sentencia que impone una pena de prisión  al acusado menor de edad que 
fuera declarado penalmente responsable por el delito de homicidio simple, si el tribunal de menores ponderó la 
modalidad del hecho, el resultado del tratamiento tutelar, del que surge tuvo una adaptación normal y buena 
conducta, como así también sus antecedentes penales que, si bien no son de gravedad, evidencian que el menor se 
ha criado careciendo de una autoridad que pudiera encausar su conducta en debida forma y además, tuvo en 
cuenta el bien jurídico lesionado, el informe psiquiátrico que determina que no presenta alteraciones patológicas, 
lo cual indica que comprendió la criminalidad del hecho y demás elementos que se incorporaron a la causa, 
concluyendo que no era posible eximirlo de sanción. 
         Es justa la pena impuesta al acusado menor de edad si el tribunal aplicó en la pena impuesta la reducción 
que permite el art. 4º, segundo párrafo de la Ley 22278, en la forma prevista para la tentativa, y el monto 
establecido se encuentra dentro del margen de la escala punitiva brindada por la calificación legal del hecho y se 
compadece enteramente con las circunstancias que rodean la causa y la persona del condenado, en cuanto al 
grado de reprochabilidad que cabe atribuirle. 
        La imposición de una pena a un menor está sujeta al cumplimiento de los requisitos señalados por el art. 
4º de la Ley 22278: a) que previamente haya sido declarada su responsabilidad penal y civil si correspondiere, 
conforme las normas procesales; b) que haya cumplido 18 años de edad; y c) que haya sido sometido a un 
período de tratamiento tutelar no inferior a un año, prorrogable en caso necesario hasta la mayoría de edad. 
           Si se cumplen los requisitos establecidos en la ley, el juez de menores, al momento de discernir sobre la 
aplicación de una sanción, debe ponderar la modalidad del hecho, los antecedentes del menor, el resultado del 
tratamiento tutelar y la impresión directa recogida por él, para luego determinar si resulta necesario aplicar una 
sanción y, si así fuere podrá, incluso, disminuir la pena en la forma prevista para la tentativa. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C COLODRO, JAVIER MAXIMILIANO; COLODRO, JORGE LUIS – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.240/11) (Tomo 171: 311/318 – 12/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Lesiones leves; valoración de la prueba, sana crítica; certeza para condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 79/80. 
DOCTRINA: Existe la certeza necesaria para condenar al acusado por el delito de Lesiones leves, si el tribunal 
de juicio encontró acreditado que el acusado imprevistamente le propinó un “cabezazo” al denunciante mientras 
éste se encontraba ingiriendo bebidas alcohólicas junto a unos amigos produciéndole lesiones en su cuerpo, a 
partir de un examen crítico de los elementos de prueba que se agregaron a la causa, destacándose la contundencia 
de los testimonios y del certificado médico que acredita la lesión en la frente, compatible con el proceder narrado, 
lo que a su vez permite descalificar la versión de que fue fruto de un forcejo entre ambos protagonistas y una 
posterior caída al piso. 

Si el valor probatorio del testimonio de la víctima y del testigo ha sido establecido por el tribunal de 
juicio a partir de su percepción directa en el debate, ese análisis cubre debidamente la exigencia de motivación de 
la sentencia en orden a desvirtuar la supuesta inexistencia de elementos que permitan convencer en grado de 
certeza absoluta para condenar al acusado. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro, que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, frustrarían la posibilidad de una condena. Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento 
contrario al acusado requiere un convencimiento razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los 
factores incriminantes por sobre los que revisten carácter neutro o favorable al encausado. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: "C/C CHOCOBAR, JULIO CÉSAR - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 
35.230/12) (Tomo 171: 923/930 – 4/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación interpuesto a fs. 56/57 vta.  II. 
ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Tercera Nominación a fin de que 
proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una sentencia 
condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si en la causa se encuentra cumplido el plazo de prescripción de la acción, resta constatar, 
mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de una sentencia 
condenatoria que haya interrumpido la prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:"C/C ARIAS, ESTELA AMELIA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.253/11) (Tomo 171: 989/996 – 11/diciembre/2012) 
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RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. SUSPENDER el trámite del recurso de casación deducido a fs. 65/66 vta. II 
ORDENAR que bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Séptima Nominación a efectos de que 
proceda a constatar, mediante los informes actualizados del R.N.R., la existencia o no de una condena por otro 
delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Si en la causa se encuentra cumplido el plazo de prescripción de la acción, resta constatar, 
mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de una sentencia 
condenatoria que haya interrumpido la prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FARFÁN, CARLOS ÁNGEL – RECURSO DE CASACIÓN”      (Expte. Nº 
CJS 35.557/12) (Tomo 171: 119/124 – 7/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 43/ 44 y, en su mérito, 
revocar el sobreseimiento dictado a favor de Isidoro Dionisio Romero en la resolución de fs. 42 y ordenar que 
bajen los autos al Juzgado Correccional y de Garantías de Tercera Nominación, a fin de que proceda a constatar, 
mediante informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia, la existencia o no de condena por otro 
delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal, y dicte resolución en consecuencia.  
DOCTRINA: La prescripción de la acción es de orden público y se produce de pleno derecho por el transcurso 
del plazo pertinente. Puede declararse de oficio por cualquier tribunal, en cualquier estado de la causa y en forma 
previa a cualquier decisión. 
  Debe revocarse el sobreseimiento dispuesto si de la causa surge que la citación a juicio actuó como 
causal obstativa de la prescripción borrando por completo el tiempo transcurrido, de suerte que la acción penal 
renació al día siguiente, por lo cual no se había cumplido el plazo mínimo legal. 
           Si al momento de resolver se advierte que el plazo de prescripción de la acción penal del delito de 
desobediencia judicial se encontraría cumplido, sólo resta que se constate si se dictó en contra del imputado 
sentencia condenatoria por hecho delictivo cometido durante ese lapso y que, en virtud de lo previsto por el art. 
67 inc. a) del Código Penal, haya interrumpido el término mencionado, lo cual debe cumplirse con un informe 
actualizado del Registro Nacional de Reincidencia.  
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA: “C/C ROMERO, ISIDORO DIONISIO - RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº 
CJS 34.199/11) (Tomo 171: 491/498 – 20/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Querella. Costas. Honorarios 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR parcialmente al recurso de casación interpuesto a fs. 262/265 vta. 
y, en su mérito, confirmar el punto VII de la resolución de fs. 241/243 vta. y su aclaratoria de fs. 247 y vta., y 
modificar la resolución de fs. 253 y vta., fijando los honorarios de los Dres. Ángel Ramón Salto y Pablo Cardozo 
Cisneros por su tarea desarrollada en la causa, en forma conjunta, en la suma de $ 2.000 (pesos dos mil). 
DOCTRINA: Es una excepción al principio según el cual en caso de desistimiento las costas son a cargo de quien 
lo formula, el supuesto en que aquél se debiere exclusivamente a cambio de legislación. 
  Corresponde confirmar la resolución que impone las costas por el orden causado, si se verifican 
elementos de juicio suficientes para apartarse del criterio objetivo de la derrota, en tanto el desistimiento del 
querellante se basó en la reforma de los arts. 109 y 110 del C.P. 

Es arbitraria la regulación de honorarios cuando aparece manifiestamente inadecuada a los 
procedimientos cumplidos en el juicio o excede notoriamente el margen de razonable discreción de los jueces. 

Resulta desproporcionado el monto regulado en concepto de honorarios si la actuación de los abogados 
consistió en su asistencia a las querelladas en la audiencia de conciliación que fracasó. (Del voto de los Dres. 
Vittar, Díaz, Ferraris y Posadas) 
               El querellante debe ser eximido de las costas en forma parcial, atento a que cuando instó la acción penal 
privada tenía razón para litigar, pero luego de la entrada en vigencia de la ley 26551, debió, de acuerdo a la 
responsabilidad que le cabe, desistir sin ejecutar diferentes actos procesales pertinentes a la consecución del caso 
denunciado. 

El recurrente, letrado de una querellada, carece de legitimación para agraviarse respecto al monto de los 
honorarios regulados a favor de los letrados de los coquerellados, si las costas son a cargo del querellante y no de 
su asistida. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Kauffman, Posadas, Vittar, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA MARÍA ELENA JIMÉNEZ; 
MIRTA PAULA GONZÁLEZ; SUSANA GRACIELA GISPERT; JORGE RAÚL 
ALTAMIRANO; JOSÉ ALBERTO SÁNCHEZ SALERNO Y MARÍA TERESA OVANDO 
PRESENTADA POR RAÚL ALFREDO KALINSKY – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 34.086/10) (Tomo 171: 709/720 – 03/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Resolución que sobresee por cumplimiento de las reglas de la suspensión del 
juicio a prueba, sin valorar que la acción se encontraba prescripta. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 127/128 vta. y 129 y 
vta. y, en su mérito, revocar la resolución de fs. 126 y ordenar que bajen los autos al Juzgado Correccional y de 
Garantías de Octava Nominación, a fin de que proceda a constatar, mediante los informes actualizados del 
R.N.R., la existencia o no de una sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción penal 
y dicte resolución en consecuencia. 
DOCTRINA: Corresponde revocar la resolución que sobresee al acusado por cumplimiento de las reglas de 
conducta impuestas en la suspensión del juicio a prueba, si a la fecha del fallo impugnado se había cumplido el 
plazo de prescripción de la acción por lo cual el tribunal debió examinar en primer lugar esa causal y sólo resta 
verificar mediante el informe actualizado del Registro Nacional de Reincidencia la existencia o no de una 
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sentencia condenatoria que haya interrumpido la prescripción de la acción. (Del voto de los Dres. Posadas, 
Vittar, Catalano, Cornejo y Ferraris) 
                 Si conforme a las constancias de la causa la acción posiblemente se encontrare extinguida por el mero 
transcurso del tiempo máximo del delito imputado, resta constatar si en el transcurso del proceso, se dictó contra 
el acusado una sentencia condenatoria que haya interrumpido el término mencionado, trámite que debe ser objeto 
de consideración por parte del tribunal de origen.  (Del voto del Dr. Díaz) 
                 Al haber transcurrido el plazo máximo de la pena del delito desde el decreto de citación a juicio, 
último acto interruptivo de la prescripción, la acción puede llegar a ser declarada prescripta previa incorporación 
del informe del Registro Nacional de Reincidencia actualizado. (Del voto de la Dra. Kauffman) 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MAMANÍ, JOSÉ ANTONIO – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 
34.696/11) (Tomo 171: 169/178 – 07/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sentencia que absuelve al acusado del delito de abuso sexual con acceso carnal 
calificado por la guarda, concubino de la madre de la menor; valoración de la prueba; consentimiento en 
víctima menor de trece años; invocación de error de hecho sobre la edad de la víctima, certeza necesaria para 
condenar. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 230/ 235 y, en su mérito, 
revocar el punto I de la sentencia de fs. 204, cuyos fundamentos obran a fs. 219/226, y condenar a Ramón Daniel 
Márquez a la pena de ocho años de prisión efectiva como autor del delito de abuso sexual con acceso carnal 
agravado por la guarda (art. 119, tercer y cuarto párrafos inc. b del C.P.) y ordenar a la Cámara en lo Criminal de 
Tartagal que proceda a su inmediata detención. 
DOCTRINA: Corresponde revocar el fallo liberatorio que resulta de una valoración irrazonable del material 
probatorio, por estar en contradicción con lo que surge racional y objetivamente de la ponderación en conjunto de 
los distintos elementos de prueba que constan en la causa y que indican con grado de certeza, atento la edad y el 
domicilio de la menor, que el acusado fue el autor del abuso sexual con acceso carnal calificado por la guarda y 
que ocasionó el embarazo que la niña presentaba. 
            El bien jurídico protegido por la figura de abuso sexual con acceso carnal es la libertad individual, en 
cuanto hace a la integridad sexual de las personas. Ello comprende la libre disposición del propio cuerpo y la 
capacidad del sujeto para no ejercer actos de naturaleza sexual que no desee.  

Cuando la víctima del abuso deshonesto es una persona que todavía no cumplió los 13 años de edad, 
entonces su inmadurez mental se presume resultando irrelevante su consentimiento a la conducta sexual del reo 
para con ella. 

El concubino de la madre de la víctima se encuentra atrapado por la calificante del artículo 119, inciso b) 
del Código Penal cuando actúa como jefe del hogar respecto de los hijos de su concubina, ya que el concepto de 
guardador surge del ejercicio de deberes tanto legales como sociales o de hecho. 

No es admisible la simple ignorancia indiferente sobre la edad de la víctima, porque ello implica un dolo 
eventual. 

La certeza necesaria para condenar no debe insoslayablemente surgir de un panorama totalmente 
desprovisto de elementos favorables a la posición del acusado; es claro que una exigencia de tal naturaleza 
determinaría que prácticamente cualquier movimiento defensivo en el plano de la prueba, o cualquier debilidad 
de la evidencia, aún de la incorporada de oficio o de la parte acusadora, frustraran la posibilidad de una condena. 
Sin embargo, la viabilidad de un pronunciamiento contrario al acusado requiere un convencimiento 
razonablemente alcanzado mediante el triunfo racional de los factores incriminantes por sobre los que revisten 
carácter neutro o favorable al encausado. (Del voto de los Dres. Vittar, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
              La tipificación del delito de violación, que establece el actual articulo 119, 3er. párrafo del Código Penal, 
surge cuando el imputado tuvo acceso carnal con una menor de doce años, siendo irrelevante a los fines penales 
que la menor haya o no prestado su consentimiento para la realización del acto sexual, por cuanto dicho 
consentimiento carece de validez para declarar impune el acto por razones de inmadurez psíquica, o sea, que el 
tipo penal se integra sólo con la existencia del acceso carnal y la minoridad de la víctima 

La agravante del inciso b) del art. 119 del Código Penal no requiere de la convivencia de las personas, 
sino que es compatible con la solución de continuidad y con relaciones de más corta duración. La razón de la 
calificante por la guarda en la nueva ley está dada exclusivamente por el hecho de que la relación facilite la tarea 
del autor. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               La sentencia que absuelve al acusado es ajustada a derecho, pues la falta de adecuación a la realidad en 
las representaciones intelectivas del acusado afirmada en el fallo, se sustenta en distintos elementos de convicción 
correlacionados entre sí, que parten de apreciaciones sensitivas aprehendidas por el tribunal de juicio sobre las 
que el Tribunal de Casación no puede avanzar, dado que en su labor revisora no debe subrogar al “a quo” 
avasallando los beneficios de la inmediación que dan razón de ser a la etapa plenaria del proceso penal. 

Si bien podría habérsele exigido al acusado una mayor diligencia en orden a averiguar la verdadera edad 
de la víctima y su condición, desde el punto de vista estrictamente penal el error es exculpante, en tanto, al no 
contemplar el ordenamiento jurídico especies culposas para las específicas infracciones comprometidas, el efecto 
de su verificación es la de suprimir la culpabilidad en todas sus formas. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris 
y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C MÁRQUEZ, RAMÓN DANIEL –RECURSO DE CASACIÓN”   (Expte. Nº 
CJS 34.542/11) (Tomo 171: 125/144 – 07/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción penal. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 71/ 74 y, en su mérito, 
dejar sin efecto el sobreseimiento dictado a favor de Jorge Luis Martínez como la resolución que lo confirma, y 
ordenar que bajen los autos al Juzgado de Instrucción Formal de Primera Nominación del Distrito Judicial 
Tartagal, para que constate mediante los informes actualizados del R.N.R. la existencia o no de una condena por 
otro delito que haya interrumpido la prescripción de la acción penal y resuelva en consecuencia. 
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DOCTRINA: Si el término de prescripción de la acción se encuentra cumplido en la causa, corresponde 
previamente comprobar si el imputado no ha cometido otro delito, circunstancia impeditiva sólo puede 
constatarse mediante los informes actualizados del Registro Nacional de Reincidencia. (Del voto de los Dres. 
Posadas, Vittar, Cornejo, Díaz y Kauffman) 
                      El instituto de la prescripción constituye la renuncia del Estado a la potestad represiva, requiriendo 
como condición de procedencia el transcurso del máximo de duración de la pena señalada para el delito imputado 
y que el curso del tiempo no haya sido interrumpido por la comisión de otro ilícito posterior cuya existencia debe 
haberse declarado por sentencia firme, cuya comprobación exige la agregación del informe actualizado del 
Registro Nacional de Reincidencia. (Del voto de los Dres. Catalano y Ferraris) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris.  DOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: 
“C/C MARTÍNEZ, JORGE LUIS; CAMPOS, ALBERTO HIGINIO ELEUTERIO; 
MARCIAL, ADRIANO EMILIO; JUÁREZ, JORGE ALBERTO; PONCE, LUIS MARIANO 
– RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 33.943/10) (Tomo 171: 161/168 – 
07/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Sobreseimiento por prescripción de la acción dispuesto sin verificar la 
interrupción del plazo por comisión de un nuevo delito. Informe del Registro Nacional de Reincidencia 
desactualizado. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 107/ 109 y, en su mérito, 
dejar sin efecto el auto de sobreseimiento de fs. 97 y vta. y la resolución de fs. 105/106 que lo confirma. 
DOCTRINA: Corresponde dejar sin efecto la resolución que confirma los sobreseimientos de los imputados, pues 
si bien de las constancias de la causa surge que el término de prescripción se cumplió, los informes del Registro 
Nacional de Reincidencia son anteriores al cumplimiento del término y se encuentran absolutamente 
desactualizados, por lo cual no ha sido válidamente constatada la comisión de un nuevo delito que, de haber 
ocurrido durante ese término, interrumpiría el curso de la prescripción. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C LUNA, LUIS ARMANDO; BARROSO, JUAN JOSÉ; QUIPILDOR, 
CRISTIAN WILLIAMS – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.162/11) (Tomo 
171: 45/50 – 05/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba. Funcionario público.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 8/12 vta.  
DOCTRINA: Si el imputado acusado del delito de adulteración de instrumento público se desempeñaba como 
personal policial en la Comisaría, a tenor de lo cual habría adulterado días de licencia por enfermedad que el 
médico de policía hizo constar en la solicitud de reconocimiento médico, la prohibición funcional contenida en el 
antepenúltimo párrafo del art. 76 bis del Código Penal le impide gozar del beneficio de suspensión del juicio a 
prueba, toda vez que revestía la condición de funcionario público en ejercicio de funciones propias, al momento 
de la ocurrencia del ilícito por el cual fue requerido a juicio.  
           El término funcionario público alcanza a todo aquél que participa accidental o permanentemente del 
ejercicio de las funciones públicas cualquiera sea el modo de designación. 
           La exclusión del imputado que reúne la calidad de funcionario público como beneficiario de la 
suspensión del juicio a prueba se fundamenta en que en esos casos se configuran delitos contra la administración 
pública, motivo por el cual, atento la importancia del bien jurídico tutelado, resulta conveniente que el autor de 
esos delitos no se vea beneficiado con el instituto. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar   DOCTRINA: Dra. Galli   
CAUSA: “C/C BRITO, GABRIEL ROBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.978/11) (Tomo 171: 
461/468 – 19/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; necesidad de celebrar el juicio; reparación del 
daño. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 16/19 
DOCTRINA: En el trámite de la suspensión del juicio a prueba el damnificado sólo interviene a efectos de la 
reparación civil y su participación se limita a aceptar o rechazar el ofrecimiento del acusado; en cualquier caso, 
sea cual sea la posición adoptada por la misma, corresponde al tribunal resolver sobre la razonabilidad de dicho 
ofrecimiento. 

Los jueces pueden concluir en la necesidad de celebrar el juicio oral y público a efectos de adquirir la 
certeza necesaria sobre el hecho, sus particularidades de comisión, su calificación definitiva y el reproche penal 
que concretamente cabría imponer, extremos que, de encontrar debida motivación, otorgan sustento jurídico 
suficiente a la decisión de denegar el beneficio. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Ferraris y Kauffman) 
               Corresponde el rechazo del pedido de suspensión del juicio a prueba si de las constancias de autos se 
desprende que el imputado quiso evadir a toda costa las consecuencias de su conducta, lo que quedó corroborado 
no sólo con la fuga del lugar sino también por el hecho de llevar el automóvil al taller mecánico donde fue 
encontrado éste. 

La razonabilidad de la reparación ofrecida por el imputado debe practicarse teniendo en cuenta lo 
manifestado por la víctima, el imputado y tomando como parámetros de referencia la extensión del daño causado 
por el delito y las posibilidades reales del acusado para hacerle frente. (Del voto del Dr. Cornejo) 
               No corresponde otorgar el beneficio de la suspensión del juicio a prueba en los delitos reprimidos con 
pena de inhabilitación, por la prohibición expresamente dispuesta en el art. 76 bis penúltimo párrafo del Código 
Penal. (Del voto de los Dres. Posadas y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman.  DOCTRINA: Dra.Galli  
CAUSA: “C/C PORTAL, JOSÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA 
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– RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.960/11) (Tomo 171: 721/734 – 
03/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; ofrecimiento de reparación del daño; 
razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 25/26 vta. 
DOCTRINA: Para acceder al beneficio de la suspensión del juicio a prueba es necesario que el imputado ofrezca 
hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo posible, lo que significa que sea razonable. 

Frente al delito de daños acusado, no resulta razonable la sola proposición de realizar tareas 
comunitarias durante seis horas mensuales durante un año en una Iglesia, en lo que las necesidades de dicho 
establecimiento requiera, pues carece de cualquier vinculación con los damnificados directos y, por lo demás, no 
halla sustento legal alguno. 

El ofrecimiento debe ser cuantificable, claro y serio, de conformidad con las constancias de la causa. 
Ello así porque, para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial el haber ofrecido, 
en la instancia de grado, una reparación suficiente, razonable y acorde a la magnitud del daño causado al supuesto 
damnificado directo y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los montos 
reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes para ser 
estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta víctima. 
(Del voto de los Dres. Catalano, Díaz, Ferraris, Kauffman de Martinelli y Posadas) 
                Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba resulta necesario contar, no sólo con el 
ofrecimiento de la reparación del daño sino también con la valoración de la razonabilidad del mismo por parte del 
órgano judicial, sobre todo teniendo en cuenta la oposición de la víctima. Es el juez quien debe analizar lo 
ofrecido y si ello guarda proporción con el daño supuestamente causado, exponiendo las razones que basan su 
decisión. (Del voto del Dr. Vittar) 
               El ofrecimiento por parte del imputado de hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de lo 
posible, significa que el sea razonable, y tal razonabilidad debe ser ponderada por el juez no sólo por el 
“quantum” del daño sino también por la aptitud económica del imputado. 

La reparación no persigue estrictamente un fin resarcitorio, sino que procura brindar una respuesta a la 
víctima a través de una forma de desagravio frente al daño que pueda habérsele causado, incluso la reparación 
puede tener carácter moral. 

El juez no necesariamente debe tomar las pautas de la reparación civil por daños y perjuicios sino en un 
sentido más flexible, pudiendo incluso, dadas las circunstancias, entender que una disculpa franca y expresa del 
peticionante –aceptada por la víctima- resulta ser reparación razonable. (Del voto del Dr. Cornejo) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C FLORES, MARIO ALBERTO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.832/11) (Tomo 171: 
549/562 – 20/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba, ofrecimiento de reparación del daño, 
razonabilidad, delito de uso de instrumento público falso. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 12/15 
DOCTRINA: Uno de los requisitos que establece el art. 76 bis del Código Penal para acceder al beneficio de la 
suspensión del juicio a prueba es que el imputado ofrezca hacerse cargo de la reparación del daño en la medida de 
lo posible, lo que significa que sea razonable. 
                    No es condición para el otorgamiento de la suspensión del juicio a prueba que el damnificado directo 
se haya constituido en actor civil ni tampoco la aceptación del ofrecimiento de reparación efectuado por el 
imputado, quedando, en su caso, expedita la vía civil para reclamar la indemnización que nace del hecho ilícito. 
Es por ello que, independientemente de la aceptación o no por parte del damnificado directo, la viabilidad del 
instituto recae en la valoración del magistrado sobre la razonabilidad del ofrecimiento, dependiendo de ello que 
se tenga por cumplida la exigencia legal, ya que la misma persigue, como objeto fundamental, determinar si se 
cumplen los fines de internalización del acusado. (Del voto del Dr. Catalano) 
                   Es requisito para la concesión de la suspensión del juicio a prueba el ofrecimiento de la reparación de 
los daños en la medida de lo posible, con independencia de quién resulte ser el damnificado o de las 
particularidades del mismo, circunstancia que no se cumplió en estos obrados. 
                   En el presente caso, el bien jurídico protegido es la fe pública toda vez que se trata de un instrumento 
que debe ser expedido por un ente estatal como es la Dirección de Tránsito de la Municipalidad de la Ciudad de 
Salta, encargado de la expedición de licencias para conducir. En consecuencia, existe un damnificado por el 
delito aunque se trate de un sujeto público, el cuál se materializa en el proceso a través de aquellas personas o 
funcionarios legitimados para actuar en su nombre y representación. (Del voto de los Dres. Ferraris y Posadas) 
                   El delito de uso de instrumento público falso por el que se imputa al acusado en la causa tiene como 
sujeto pasivo al público en general, por lo cual, si es la confianza pública la que se vulneró con su conducta, 
corresponde que el ofrecimiento de la reparación del daño se encuentre plasmado como tal en la solicitud del 
beneficio de la suspensión del juicio a prueba a favor de la comunida. (Del voto de la Dra. Kauffman de 
Martinelli) 
                    La suspensión del proceso a prueba está prevista tanto a favor de la víctima como en beneficio del 
imputado y a favor de la sociedad en general, que verá así incrementadas las chances de integración comunitaria 
de las personas sometidas a proceso penal y, con ello, encontrará resueltos ciertos conflictos de una mejor 
manera. 
                   A la luz del derecho penal, la suspensión del juicio a prueba se presenta como un medida alternativa a 
las penas privativas de libertad, teniendo por finalidad evitar el encierro del imputado o del condenado y tratando 
de lograr su reeducación o resocialización en libertad, a través del sometimiento a control y vigilancia, es decir 
que es una opción de la que puede valerse la política criminal para sustituir, en caso de delitos leves, a las penas 
de prisión o reclusión. (Del voto del Dr. Cornejo) 
                  Si el delito que se imputa al acusado es el de uso de instrumento público falso, afecta la fe pública, es 
decir un interés público general respecto del cual no existe una parte damnificada identificable que sea 
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beneficiaria de la obligación de reparar, en consecuencia, la ausencia de un sujeto pasivo determinado inhabilita 
al tribunal a exigir la observancia del requisito de ofrecer reparar el daño. (Del voto de los Dres. Díaz y Vittar) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA:  “C/C CUEVAS, ADRIÁN MAURICIO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE 
JUICIO A PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.380/11) (Tomo 171: 
1043/1058 – 11/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR a los recursos de casación interpuestos a fs. 29/30 vta. y 42/44 y, 
en su mérito, revocar la resolución de fs. 24/28.  
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial que el imputado haya 
ofrecido, en la instancia de grado, una reparación del daño que sea razonable y acorde a la magnitud del daño 
causado a la supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los 
montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes 
para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta 
víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los 
Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman, Vittar) 
              La razonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo 
debe valorar el “quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma 
motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los 
posibles damnificados. 

Para el caso de que el damnificado no acepte la reparación ofrecida queda abierta, para él, la vía de 
reparación en sede civil. La víctima debe ser oída como condición previa a considerar el otorgamiento del 
beneficio, pero su falta de aceptación no obsta su otorgamiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra conminado con pena 
conjunta de inhabilitación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del 
Código Penal. (Del voto de los Drs. Díaz y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C GARCÍA, JOSÉ LUIS – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.009/11) (Tomo 171: 479/490 – 
20/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR a los recursos de casación e inconstitucionalidad interpuestos 
a fs. 30/31 vta. 
DOCTRINA: Para obtener el beneficio de la suspensión del juicio a prueba, el acusado debe ofrecer hacerse 
cargo de la reparación de los daños ocasionados por el delito en la medida de lo posible y resulta insuficiente, 
para ello, reproducir textualmente la letra de la ley, pues tal ofrecimiento, para ser real y cumplir con la exigencia 
de control jurisdiccional, debe ser específicamente cuantificado. La propuesta debe partir de las posibilidades del 
imputado y, además, ser proporcional a la entidad del supuesto daño producido, demostrando, como objeto 
perseguido, su internalización con el damnificado y el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una 
tragedia de la vida real. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, Kauffman) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba si, además de encontrarse el delito imputado conminado 
con pena conjunta de inhabilitación, el peticionante del beneficio se limitó a reproducir los lineamientos del art. 
76 bis del Código Penal, sin cuantificar la reparación de daño, es decir, sin hacer un ofrecimiento concreto que se 
traduzca en una cifra, lo que impide efectuar un juicio sobre la razonabilidad del mismo. (Del voto del Dr. 
Posadas) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba, si el delito imputado se encuentra conminado con pena 
conjunta de inhabilitación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del 
Código Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Díaz, Kauffman, Posadas.   DOCTRINA: Dra. Galli. CAUSA: “C/C 
GÓMEZ, CRISTIAN ALEJANDRO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN E INCONSTITUCIONALIDAD” (Expte. Nº CJS 
34.864/11) (Tomo 171: 971/978 – 11/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Suspensión del juicio a prueba; reparación del daño; razonabilidad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 23/30 
DOCTRINA: Para la procedencia de la suspensión del juicio a prueba es condición esencial que el imputado haya 
ofrecido, en la instancia de grado, una reparación del daño que sea razonable y acorde a la magnitud del daño 
causado a la supuesta víctima y a sus propias posibilidades que, si bien no debe coincidir exactamente con los 
montos reclamados civilmente a título de indemnización o resarcimiento, tiene que alcanzar niveles suficientes 
para ser estimado como un gesto serio y sincero que demuestre la internalización del acusado con la supuesta 
víctima y con el hecho que, jurídicamente imputado, constituye una tragedia de la vida real. (Del voto de los 
Dres. Catalano, Ferraris, Kauffman, Posadas y Vittar) 
               La razonabilidad del ofrecimiento de reparación del daño debe ser ponderada por el juez, el cual no sólo 
debe valorar el “quantum” del daño, sino la aptitud económica del imputado y en base a ello determinar en forma 
motivada si resulta o no razonable el ofrecimiento y, en su caso, podrá admitirla frente a oposiciones de los 
posibles damnificados. 

Para el caso de que el damnificado no acepte la reparación ofrecida queda abierta, para él, la vía de 
reparación en sede civil. La víctima debe ser oída como condición previa a considerar el otorgamiento del 
beneficio, pero su falta de aceptación no obsta su otorgamiento. (Del voto del Dr. Cornejo) 
              No procede la suspensión del juicio a prueba si el delito imputado se encuentra conminado con pena 
conjunta de inhabilitación, en mérito a la expresa prohibición dispuesta en el penúltimo párrafo del art. 76 bis del 
Código Penal. (Del voto del Dr. Díaz) 
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TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “HEREDIA, RENÉ – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DEL JUICIO A PRUEBA – 
RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.553/11) (Tomo 171: 813/826 – 3/diciembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Tentativa de homicidio; elementos, dolo, invocación de legítima defensa. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. NO HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 385/388. 
DOCTRINA: El acusado es responsable del delito de tentativa de homicidio, si se encuentra acreditado que 
lesionó una parte vital del cuerpo de la víctima, motivado por diferencias anteriores, y lo apuntado se verifica 
fundamentalmente por las declaraciones de los testigos y los informes agregados al debate, a lo cual se suma que 
pese a la conocida idoneidad del medio utilizado para producir el resultado letal, la frustración de la empresa fue 
absolutamente extraña a la voluntad del agente. 
           La tentativa de un delito determinado exige la concurrencia de tres elementos para ampliar el radio de 
punibilidad: el fin de cometer un delito determinado, el comienzo de ejecución y la no consumación por causas 
extrañas a la voluntad del agente. 
           El dolo requerido para el delito de homicidio en grado de tentativa es el directo, que trasunta la intención 
o propósito de realizar un acto que produzca la muerte de otro, adoptando el autor una conducta positiva o 
negativa en desprecio a la posibilidad de un menoscabo al bien jurídico, vida humana. 
           Se debe descartar la legítima defensa invocada por el acusado en lo que respecta al ámbito de la 
privacidad y al derecho de admisión, pues resulta desproporcionado arrebatar una vida a fin de defender la 
propiedad privada de la mera presencia de una persona, que si bien era ajena al hogar en esos momentos, era un 
conocido de la familia. 
           La aplicación de la causal de atenuación de exceso en la legítima defensa exige, como presupuesto 
indispensable de aplicación, que el accionar que a la postre se torna delictivo se haya iniciado con una actividad 
inicialmente lícita que luego se desvíe del cauce de la razón justificante. (Del voto de los Dres. Vittar, Catalano, 
Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman y Posadas) 
             La intención de matar necesaria para imputar una tentativa de homicidio, puede afirmarse de modo 
inequívoco solamente cuando queda excluida la de causar meramente un daño en el cuerpo o en la salud. Existe 
tentativa sólo cuando el autor obra con la intención directa de cometer un delito determinado. 
           El autor de una tentativa de homicidio, para atemperar su responsabilidad, seguramente alegará abuso de 
armas, lesiones graves, leves o acción culposa en cualquiera de sus grados, pero en los hechos, el juez debe estar 
muy atento a las circunstancias de tiempo, modo, lugar y persona en que se llevó a cabo el delito, para tipificar 
correctamente la conducta y desentrañar si existió tentativa de homicidio, lesiones, abuso de armas u otros, ya 
que en el mundo real sólo se encontrará con una persona herida y el encuadramiento correcto de la conducta 
implicada nunca será sencillo. 
      Para aplicar la atenuante de exceso en la legítima defensa es imprescindible que exista legítima defensa 
inicial, como presupuesto; pues la figura prevé una intensificación innecesaria de una actitud inicialmente 
justificada. 
      No puede predicarse que el estado de alcoholización del imputado provoque la aplicación de exceso en 
la legítima defensa si no fue objeto de agresión ilegítima actual o potencial por parte de la víctima que justifique 
recibir una puñalada, máxime si en el caso ésta se limitó a causar daños en una tela mosquitera de la ventana del 
domicilio del encartado y a proferir insultos. (Del voto de los Dres. Dres. Catalano, Cornejo, Ferraris, Kauffman 
y Posadas) 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas.  DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C SÁNCHEZ, LEONARDO JONATAN EDIMBURGO – RECURSO DE 
CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 35.080/11) (Tomo 171: 585/594 – 27/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE CASACIÓN. Violación del principio “ne bis in ídem”. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. HACER LUGAR al recurso de casación interpuesto a fs. 369/371 vta. y, en su 
mérito, revocar las resoluciones de fs. 361/364 vta. y 368 y vta. en cuanto nulifican el sobreseimiento dispuesto 
en el punto 4º del auto de fs. 336/342. 
DOCTRINA: Corresponde revocar las resoluciones que nulifican el sobreseimiento dispuesto, que se encontraba 
firme al no haber sido apelado oportunamente por parte legitimada, pues ello implicó someter al justiciable a 
nuevo proceso respecto de un hecho sobre el que había recaído resolución firme a su favor, constituyendo una 
violación al principio “ne bis in ídem”. 
TRIBUNAL: Dres. Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo.  DOCTRINA: Dra.Galli.  
CAUSA: “C/C PRADA, JUAN – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.700/11) 
(Tomo 171: 579/584 –27/noviembre/2012) 
 
RECURSO DE REVISIÓN. Carácter restrictivo.  
CUESTIÓN RESUELTA: I. RECHAZAR el recurso de revisión interpuesto a fs. 1/6 vta. 
DOCTRINA: Si bien el recurso de revisión permite la alteración de la cosa juzgada en los supuestos 
taxativamente indicados en el artículo 488 del Código Procesal Penal (texto según Ley 6345 y modificatorias), no 
autoriza que los cuestionamientos de la sentencia se multipliquen o reediten de manera periódica, pues, por los 
efectos que puede producir, se trata de un medio impugnativo dotado de especial excepcionalidad que debe ser 
aplicado en forma absolutamente restrictiva. 

El recurso de revisión no abarca la pretensión de proponer pruebas distintas de las enunciadas en la 
causa y que no fueron oportunamente dispuestas. 
TRIBUNAL: Dres. Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar, Catalano, Cornejo, Díaz.   DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA:  “GARNICA, JUAN MARCELO – RECURSO DE REVISIÓN” (Expte. Nº CJS 
35.066/12) (Tomo 171: 699/708 – 3/diciembre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 29/42. 
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DOCTRINA: No procede, en principio, el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la 
aplicación e interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los 
recursos deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las 
instancias provinciales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos 
de raigambre constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la Corte. (Del voto de los Dres. Catalano, Ferraris, Kauffmani, Posadas y Vittar) 
              Si bien las disposiciones que declaran la improcedencia de los recursos planteados por ante los tribunales 
locales no justifican el otorgamiento de la apelación extraordinaria en virtud del carácter fáctico y procesal de las 
cuestiones que suscitan, ello constituye un principio susceptible de admitir situaciones excepcionales, fundadas 
en concretas tachas de arbitrariedad, las que deben ser examinadas con criterio sumamente restrictivo. 

Es admisible el recurso extraordinario si se halla en tela de juicio el reconocimiento de un derecho 
emergente de tratados internacionales con jerarquía constitucional, lo cual entraña la interpretación de normas 
federales, y la decisión ha sido contraria al derecho que, fundado en ellas, aducen las apelantes. (Del voto de los 
Dres. Cornejo y Díaz) 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.   DOCTRINA: Dra. Galli.  
CAUSA: “C/C VÉLIZ, JOSÉ EDUARDO – INCIDENTE DE SUSPENSIÓN DE JUICIO A 
PRUEBA – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 34.730/11) (Tomo 171: 411/422 – 
19/noviembre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de derecho común; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 417/427. 
DOCTRINA: El recurso extraordinario, en cuanto vía impugnativa especial, está dirigido a un objetivo concreto 
y restringido: reparar agravios constitucionales; por eso, la existencia de una cuestión federal o constitucional 
resulta la base misma del recurso 

Constituye carga procesal del recurrente demostrar que existe una relación directa entre la materia del 
pleito y la invocada cuestión constitucional, extremo que no se satisface con la simple alegación de que en el fallo 
cuestionado existe arbitrariedad, si no se precisa ni demuestra en concreto cómo se ha operado efectivamente tal 
violación en la sentencia. 

La tacha de arbitrariedad no es apta para cubrir las meras discrepancias de las partes respecto de los 
argumentos de derecho común en los cuales los jueces apoyan sus decisiones en el ámbito de su jurisdicción 
excluyente. 
TRIBUNAL: Dres. Catalano, Cornejo, Díaz, Ferraris, Kauffman, Posadas, Vittar.  DOCTRINA: Dra. Galli. 
CAUSA:“C/C CHAVARRÍA, EMANUEL RODRIGO – RECURSO DE CASACIÓN” 
(Expte. Nº CJS 34.418/11) (Tomo 171: 521/530 – 20/noviembre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones de hecho y prueba resueltas en casación; doctrina 
de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 340/351. 
DOCTRINA: Es improcedente el recurso extraordinario federal, si los  agravios se presentan como una disidencia 
relativa a cuestiones de hecho y prueba resueltas en casación, que no alcanzan para dar sustento a la vía intentada, 
de inequívoco carácter excepcional, sino en supuestos extremos de arbitrariedad. 

La doctrina de la arbitrariedad no tiene por objeto sustituir a los jueces de la causa en la decisión de 
cuestiones que les son privativas, como así tampoco abrir una nueva instancia ordinaria para debatir temas ajenos 
a la competencia específica de la, cuando no se demuestra que el pronunciamiento impugnado contenga, en estos 
aspectos, graves defectos de fundamentación, o de razonamiento, que lo hagan inválido como acto jurisdiccional. 
TRIBUNAL: Dres. Vittar, Kauffman, Posadas – (Jueces de Corte), Dres. Enrique Gramaia, Julio Víctor Pancio, 
Raúl Roman – (Jueces de Cámara llamados a integrar).  trDOCTRINA: Dra. Galli.  CAUSA: “QUERELLA 
CONTRA ROMERO, ROBERTO EDUARDO POR CALUMNIAS E INJURIAS A 
ÁLVAREZ, FRANCISCO JOSÉ – RECURSO DE CASACIÓN” (Expte. Nº CJS 31.134/08) 
(Tomo 171: 65/74 – 6/noviembre/2012) 
 
RECURSO EXTRAORDINARIO FEDERAL. Cuestiones procesales; inadmisibilidad de recursos deducidos 
por ante los tribunales locales; doctrina de la arbitrariedad. 
CUESTIÓN RESUELTA: I. DENEGAR el recurso extraordinario federal interpuesto a fs. 534/559. 
DOCTRINA: No procede el recurso extraordinario respecto de decisiones que tienen por objeto la aplicación e 
interpretación de normas procesales y en particular de aquellas referidas a la no admisibilidad de los recursos 
deducidos por ante los tribunales locales, por tratarse de cuestiones atinentes a la organización de las instancias 
locales, salvo que medie demostración de arbitrariedad o de manifiesta afectación de los derechos de raigambre 
constitucional, que deben ser alegados y concretamente demostrados por la parte interesada. 

La arbitrariedad debe caracterizarse por omisiones o desaciertos de gravedad extrema, lo que confiere a 
la cuestión un carácter excepcional. 
TRIBUNAL: Dres. Posadas, Catalano, Díaz, Ferraris Kauffman.  DOCTRINA: Dra. Galli.   CAUSA: 
"QUERELLA POR CALUMNIAS E INJURIAS CONTRA JORGE FEDERICO BENJAMÍN 
MÉNDEZ INTERPUESTA POR SOFÍA S.A. – EDICIONES FLORENCIA S.A. – 
HAENDEL S.A. Y EL TATA S.A. - RECURSO DE CASACIÓN" (Expte. N° CJS 34.484/11) 
(Tomo 171: 191/198 – 8/noviembre/2012) 
 

 


